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SALA SEGUNDA

EXCMOS.  SRES. :

Don Luis López Guerra.
Don Eugenio Dfaz 81m11.

Don Alvaro Rodrfguez Bereijo.

Don José Gabaldón López.

Don .Iulio Diegro González

Campos.,

Don Carles Vlver i Pi-Sunyer.

0 0411925

Nt t t r { .  REGISTROz L .L73/L992.

ASTNTO: Recurso de amparo Pro-
movido por don Alejandro Doce

Corcer y don ,Juan Giner

Senabre.

SOBRE: Sentencia de la Sección

Primera de 1a Audiencia Provin-

cial de Alicante que estima el

recurso de apelación interpues-

to contra la Sentencla

absolut.oria del üuzgado de 1o

Penal nr1m. 2 de la misma ciudad
y condena al recurrente por un

de l i to  de  in t rus ismo (A.  P . I .  )  .

La Sala ha examinado Ia pieza separada de suspen-

slón del recurso de anparo interpuesto por don Alejandro Doce

Corcer y don .Iuan Giner Senabre.

I. ATi¡TECEDETiTTES

1. Por escrito presentado en el 'Juzgado de Guardia

eI dfa 5 de mayo de L992, registrado en este Tribunal eI dla

siguiente, el Procurador de los Tribunales don üuan Antonio

Garcfa San Miguel y Orueta, €l nombre y representación de don

Alejandro Doce Corcer y don Juan .losé Giner Senabre, interpone
recurso de amparo frente a l-a Sentencia dictada eI 10 de febre-
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ro de L992 por Ia Sección Prlmera de la Audiencla Provinclal de

Alicante eu€, con estlmación de los recursos de apelación 1n-

terpuestos por Ia acusación part j -cular y el  Minister io Fiscal ,

revocó la Sentencia absolutoria del Juzgado de 1o Pena1 núm. 2

de la misma ciudad y condenó a 1os recurrentes como autores de

un delit,o de usurpación de funclones.

2. El recurso tiene su origen en los slguienües an-

tecedentes de hecho:

e) Con motivo de una querella int,erpuest,a cont,ra

los actores por el Colegio de Agentes de la Propiedad Inmobi-

l iaria de Al- icante, s€ siguió procedimiento abreviado. En é1,

el Juzgado de 1o Penal núm, 2 de dicha ciudad pronunció Senten-

cia en Ia que, aunque daba como probado que Ios ahora recurren-

tes ejercieron actos propios de Agentes de 1a Propiedad Inmobi-

l i a r i a  (A .P . I . )  s i n  poseer  t f t u lo  pa ra  e I l o ,  cons ide raba  que

habfan incurrido en un error de prohibición amparado por e1

art. 6 bis del Código Penal, debido a la obsol-escencia de la

regulación Legal de Ia profesión de los lndlcados agentes, y

procedfa a absolverlos del- delfto de usurpación de funclones

del que habfan sido acusados.

B) Recurrida Ia Sentencia en apelación por eI Mi-

nisterio Fiscal y Ia acusacj-ón part icular personada en nombre

del Colegio de Agentes de Ia Propiedad Inmobll iaria, la Sección

Primera de la Audiencia Provincial de Alicante estimó el recur-

so, y, en su virtud, condenó a los demandantes como autores de

un dell to del art. 32L del Códigro Pena1 a sej-s meses y un df a

de pr is ión menor ,  accesor las y  costas.

tencia de

judic ia l

c Í a  ( a r t .

3. Se basa la demanda en la violación por Ia Sen-

segunda instancia de l-os derechos a obtener Ia tutela

e fec t i va  (a r t .  24 .L  c .E . ) ,  a  I a  p resunc ión  de  i nocen-

24 .2  c .E . ) ,  de  l ega l i dad  pena l  ( a r t .  25 . t  C .E , )  y  de
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i gua ldad  (a r t .  14  C .s . ) .

' En primer término, alegan que Ia negativa de los

órganos Judiciales a suscitar cuestión prejudlclal ante eI Tri-

bunal  de . Iust ic ia de 1a C.E.E. Sobre Ia interpretación de Ia

Direct,lva Comunltaria 67 /43 y sobre la compat,Íbil idad de Ia

misma con el  Real  Decreto L.964/ 1-988, d€ 2 de dlc iembre, que

circunscribe Ia intermediación en eI mercado inmobll iario a los

Agent,es de la Propiedad fnmobiliarla, supone una denegación de

la  tu te la  jud ic la l  e fec t i va  que in f r inge  e l  a r t .  24 .L  C.E.  En

segundo lugar, aducen que la Audiencia Provinclal ha modiflca-

do, en su contra, los principios de inmediación y contradic-

ción, puesto que si el Juzgado de instancj-a l legó a la conclu-

sión de que exist,fa un error invencible en los acusados, no es

dable a aquélla desvirtuar tal apreciacÍón; el1o supone una

vulneración de 1os principios de presunción de inocencia y le-

galidad, dado que la labor fáctico-interpretatlva corresponde

aI órgano de primera instancia y no al de apelación. Del mismo

modo, €1 Tribunal Ios ha condenado en virtud de una int,erpreta-

ción extenslva del art. 32L del Códigro Penal y deI Decreto

3.248/1969, eu€ aprobó eI Reglamento del Colegio de Agent,es de

1a Propiedad Inmobil laria, pues, dl tratarse aquél de una norma
penal en blanco, se ha completado sin tener en cuenta Ia Direc-

tj-va 67/43, atribuyendo la exclusividad en 1a intermediación

irunobi l iar ia a los A.P.I .S. ,  y extrafdo una sanción penal  para

quienes realizan actividades paralelas, como mandat,arlos, ampa-

rados en el Código Civil y de Convenio. Finalmente, aluden a
que Ia Audiencla Provincial de Toledo ha aplicado en Sentencla

firme un criterio distinto a la de Alicant,e, dando lugar a la

absolucj-ón de las personas acusadas en otro procedlmiento abre-

viado por los mlsmos hechos, corr 1o que nos encontramos con
pronunciamientos diferentes para supuestos de hecho similares
que vulneran eI principio de igualdad contenido en eI art. L4

c .  E .

En atenclón a 1o expuesto, solicitan de este Tribu-

nal que se declare Ia nulidad de la Sentencia dictada por la
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Audiencia Provincial y se conflrme la de instancia, or alterna-
tÍvamente, que se ret,rotraigan 1as actuaciones para el plantea-

mlento de la cuestión prejudicial comunitarla. Por medio de

otrosf, piden que se suspenda la ejecución de la Sentencia de
la Audiencia Provincial, pues, de Io contrario, s€ les produci-

rfan perjuicios de lmposlble o diffcl l- reparación.

4. Admitido a trámite el recurso por provldencia de

1-9 de octubre de L992, la Sección Tercera de la Sala Segunda de

este Trlbunal acordó, €n provj-dencia de Ia misma fecha, formar

la correspondiente pLeza para la tramltaclón del incidente de

suspenslón,  V,  de conformidad con eI  ar t .  56 LOTC, conceder  un

plazo comútn de tres dfas a la parte recurrente y al Mlnist,erio

Fisca1 para que alegasen 1o pert inente sobre dlcha suspensión.

5. En su escrit,o de alegaciones presentado el 30 de

octubre de L992, los demandantes señalan que podrfan ingresar
en prlsión en caso de que se les denegase la remisión condicio-
nal y no se suspendiese por este Tribunal la ejecución de la
Sentencia condenatoria, corr 1o que eI anparo perderfa su fina-
lidad. Además, el cumplimiento de 1a pena podrfa ocaslonarles
daños a su propia imagen y honor, sin eü8, por eI contrario, la
suspensión produzca perturbación alguna a los intereses genera-

les y a los derechos fundamentales ni I j-bertades p(rbllcas de
tercero. Destacan, igualmente, que la adopción de la medida
cautelar no causarfa alarma social pues el delito por el que

han sido condenados no afecta a la seguridad cludadana ni a1
orden público.

Por estas consideraciones, solicitan que se acceda
a Ia suspensión de 1a ejecución de la Sentencia impugnada.

6.  EI  Minister io Fiscal ,  €rr  escr i to que tuvo entra-
da en este Tribunal en ldéntica fecha, argumenta que el presen-
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te recurso guarda analogfa con otros numerosos planteados ante

el Tribunal Constitucj-onal y slgnificativamente con el- recurso

de amparo núm. 550/L992 de esta misma Sala.  Por el lo,  parece

aconsejable que se acuerde la suspensión en base a los mÍsmos

argumentos empleados en aquél. Con apoyo en dichas

fundamentaciones, interesa que se acuerde Ia suspensión en 1o

relativo a las penas prlvativas de l ibertad y accesorlas,

II. FT'NDAII{ENTOS ;IURIDICOS

El art .  56.1 LOTC establece que la Sala que conozca
de un recurso de amparo suspenderá, de oficlo o a instancia de
parte, la ejecución del acto de los Poderes Públicos por raz6n

de1 cual se reclame eI amparo constj-tucional, cuando la ejecu-

clón de1 mismo puede ocasionar un perjuicio que haga perder aI

anparo su finalidad; no obstante, podrá denegarla cuando de

ést,a pueda seguirse perturbación grave de los intereses genera-

les o de los derechos fundamentales o libertades prlblicas de un
tercero .

Esta misma Sala ha tenido ocasión de pronunciarse

en numerosas ocasiones anteriores sobre l-a suspensión de la

ejecución de Sent,enclas dictadas en supuestos en los que se so-
metfa a nuest,ra consideración hechos similares al que constitu-
ye obJeto de este amparo. Asf en los AATC t45/L992, L47/L992 y

L50 /L992 ,  de  25  de  mayo ,  y  en  e1  202 /1990 ,  de  6  de  ju I lo  de
este mismo año, este Tribunal acordó suspender la ejecución de
las Sentencias condenatorias recafdas en los mismos en 1o
atinente a las penas privativas de l ibertad y accesorias 1m-
puest,as en el las.

Las razones expuestas en las resoluclones cltadas
avalan que se suspenda Ia ejecuclón de Ia Sentencia que ahora
se nos ha sol ic i tado.



ffiffiffi
TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL
:f3rffS};l$lT.il

EI-

o
g'€

ct
o€
ó
a

A
I

- 6 -

0 0411930

En atención a todo eIlo, la Sala acuerda suspender

Ia ejecución de Ia Sentencia de 10 de febrero de L992 de la

Sección Primera de la Audiencia Provincial de A1icante, recafda

en el juicio oral L50/91 dimanante del procedlmiento abreviado

núm. 82/L990 del . luzgado de Instrucción núm. 4 de la mlsma ciu-

dad, en 1o concerniente a 1as penas privativas de l ibertad y

accesor ias impuestas a los recurrentes.  En cuanto a las costas,

no procede acceder a 1a suspensión, puesto que su ejecuclón no
provoca nlngrln perjulclo que haga perder al amparo su finall-

dad.

Madr id,

noventa y dos.

a dieciseis de noviembre de mi1 novecientos
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